
PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DEL REAL DECRETO 1369/2006, DE 24 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA EL PROGRAMA DE RENTA ACTIVA DE INSERCIÓN PARA DESEMPLEADOS CON ESPECIALES NECESIDADES ECONÓMICAS Y DIFICULTAD PARA ENCONTRAR EMPLEO
El programa de la renta activa de inserción, regulada por el Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades económicas y dificultad para encontrar empleo, establecía, hasta que fue modificado por el Real Decreto Ley 20/2012, de  13 de julio, que, para ser beneficiario de la renta activa de inserción el beneficiario debía haber extinguido la prestación por desempleo de nivel contributivo y/o el subsidio por desempleo de nivel asistencial establecidos en el Título III del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. (Art. 2.1.c) del Real Decreto 1369/2006), salvo que se tratara de una persona con discapacidad.

A partir de la modificación, operada por el citado Real Decreto Ley 20/2012, se ha suprimido esta última excepción, de forma que las personas con discapacidad también deben, para beneficiarse de esta ayuda, acreditar que han agotado las prestaciones de desempleo.

Esta medida nos parece injusta y discriminatoria para las personas con discapacidad, muchísimas de las cuales no llegan a acceder a un empleo que genere prestaciones de desempleo, pues se ha suprimido una medida positiva dirigida a superar las desventajas de dichas personas en el mercado de trabajo. 

En 2010
 había un total de 1.171.900 personas con certificado de discapacidad en edades comprendidas entre los 16 y 64 años, de las cuales 423.700 estaban laboralmente activas (trabajan o buscan activamente empleo). Esta exigua tasa de actividad (36,2% y solo 30% en el caso de los mayores de 44 años) contrasta vivamente con la de las personas sin discapacidad, cuya tasa de actividad alcanza el 75,9%. 
Además, la tasa de empleo (personas que trabajan) del grupo personas con discapacidad era del 27,7%, mientras que las personas sin discapacidad esta tasa alcanzaba el 60,6% en el 2010.

Tabla 1. Tasas de actividad, empleo y paro (año 2010)

	(En miles)
	Con discapacidad
	Sin discapacidad

	Total (De 16 a 64 años)
	1.171,9
	29.656,3

	
	
	

	Activos
	423,7
	22.509,0

	-ocupados
	324,8
	17.979,3

	-parados
	98,9
	4.529,7

	Inactivos
	748,2
	7.147,3

	(en %)
	
	

	Tasa de actividad
	36,2
	75,9

	Tasa de empleo
	27,7
	60,6

	Tasa de paro
	23,3
	20,1

	Tasa de inactividad
	63,8
	24,1


Fuente: elaboración propia a partir de datos del INE (cifras en miles y tasas en porcentajes)

Finalmente, habría que reseñar que las tasas de actividad y empleo de las personas con discapacidad son relativamente bajas y netamente peores en el caso de las mujeres, la tasa de paro de larga duración es superior (el 57% frente al 21%) y la calidad del empleo también es menor en el colectivo con discapacidad, cuyos empleos se concentran en el tramo de empleo no cualificado.
 
Pues bien ante esta muy desventajosa situación, los poderes públicos y, entre ellos el Gobierno de la Nación debe adoptar medidas positivas para corregir estas desventajas y discriminaciones. Le obliga los artículos 14 y 9.2 de nuestra Constitución. Esta norma suprema consagró la igualdad de los españoles ante la Ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social (Artículo 14) y obligó a los poderes públicos a remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y a facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social (Artículo 9.2)
Además, el Artículo 35 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social (que incluye las normas que traspusieron la Directiva 2000/78/Ce, sobre igualdad ante el empleo y la ocupación) impone garantizar medidas de acción positiva para hacer efectiva en la práctica la plena igualdad por razón de, entre otros motivos, la discapacidad. Se trata de medidas específicas destinadas a prevenir o compensar las desventajas que les afecten relativas a las materias incluidas en el ámbito de aplicación de esta sección.
Todas estas razones justifican la siguiente:
PROPUESTA

Modificar el artículo 2.1.c) del Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades económicas y dificultad para encontrar empleo, el cual quedaría redactado de la siguiente manera:
Artículo 2. Requisitos.

1. Podrán ser beneficiarios del programa los trabajadores desempleados menores de 65 años que, a la fecha de solicitud de incorporación, reúnan los siguientes requisitos:

…

c) Haber extinguido la prestación por desempleo de nivel contributivo y/o el subsidio por desempleo de nivel asistencial establecidos en el Título III del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, salvo cuando la extinción se hubiera producido por imposición de sanción, y no tener derecho a la protección por dicha contingencia.

Este requisito no se exigirá en los supuestos previstos en el apartado 2 de este artículo.
”
Octubre de 2012.
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� Último informe del INE sobre empleo de personas con discapacidad (Diciembre 2011)


� Fuente: “Estudio Discapacidad e Inclusión Social” de La Caixa (Enero 2012) 


� El artículo 2.2. dice: 2. Asimismo, podrán ser beneficiarios del programa los trabajadores desempleados menores de 65 años que, a la fecha de solicitud de incorporación, reúnan los requisitos previstos en alguno de los párrafos siguientes:


Acreditar una minusvalía en grado igual o superior al 33 %, o tener reconocida una incapacidad que suponga una disminución en su capacidad laboral del porcentaje anteriormente indicado, siempre que se reúnan los requisitos exigidos en el apartado 1, excepto el recogido en el párrafo a.


Ser trabajador emigrante que, tras haber retornado del extranjero en los 12 meses anteriores a la solicitud, hubiera trabajado, como mínimo, seis meses en el extranjero desde su última salida de España y esté inscrito como demandante de empleo, siempre que se reúnan los requisitos exigidos en el apartado 1, excepto el recogido en el párrafo b.


Tener acreditada por la Administración competente la condición de víctima de violencia de género o doméstica, salvo cuando conviva con el agresor, y estar inscrita como demandante de empleo, siempre que se reúnan los requisitos exigidos en el apartado 1, excepto los recogidos en los párrafos a y b.


A los efectos de este programa, la violencia doméstica contemplada en al � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t7.html" \l "a173" �artículo 173 del Código Penal� queda limitada a la ejercida sobre el cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad o sobre los hijos o los padres.
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